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HONORABLE CAMARA:








	Vuestra Comisión de Familia pasa a informaros el proyecto de ley, de origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en tercer trámite constitucional, que trata sobre la materia individualizada en el epígrafe.





	Durante el análisis de este proyecto, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:





	Señora Amira Esquivel, asesora del Ministerio de Justicia.





	Señor Francisco Maldonado, Jefe del Departamento de Menores del Ministerio de Justicia.





	Señora Brunilda Rodríguez, Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia.





* * * * *





	Por acuerdo de fecha 6 de enero del año en curso, y en conformidad a lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento, la Sala de esta Corporación dispuso el envío a la Comisión de Familia del proyecto en informe devuelto por el Senado en tercer trámite constitucional, a fin de que ésta se pronuncie acerca de los alcances de las modificaciones introducidas por aquél y, si lo estimare conveniente, recomiende la aprobación o rechazo de las enmiendas propuestas.





* * * * *





	Cabe señalar que, para una mejor comprensión del articulado del proyecto en informe, se ha tomado como referencia la numeración dada por la Cámara durante el primer trámite constitucional.  Sin perjuicio de ello, se hace especial mención de aquellos artículos nuevos introducidos por el Senado.





	Por otra parte, y con el propósito enunciado anteriormente, se ha estimado pertinente anexar a este informe el texto comparado -elaborado por la Secretaría de la Corporación- en el cual se contiene el proyecto despachado en primer trámite por esta Cámara y las modificaciones propuestas por el Senado.





* * * * *








RECOMENDACIONES DE LA COMISION.





	La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes, acordó recomendar la aprobación de la totalidad de las modificaciones introducidas por el Senado, por estimar que ellas perfeccionan la normativa propuesta.








ALCANCE DE LAS MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR EL SENADO.





TITULO I


DISPOSICIONES GENERALES





Artículo 1º.





	Establece que el objeto principal de la ley será velar por el interés superior del niño y restablecer su derecho a vivir y a desarrollarse en una familia que lo cuide, quiera y satisfaga sus necesidades espirituales y materiales. 





	El Senado lo ha modificado, con el propósito de referir el objeto que describe como propio de la adopción, y no de las disposiciones de la ley en proyecto, como lo propiciaba el texto aprobado por esta H. Corporación.





	Además, ha agregado, como inciso segundo del mismo, con la adecuación del caso, producto de la recientemente aprobada ley sobre filiación (elimina la referencia al carácter de "legítimo" con que se distinguía el estado civil de hijo que el adoptado adquiere respecto del adoptante), la misma norma contenida en el inciso segundo del artículo 3° del texto despachado por la Cámara de Diputados.  Igualmente, ha suprimido el concepto de "plena" con que ésta calificaba la adopción.





Artículo 2º.





	Dispone que la adopción podrá ser plena o simple y que la plena, a su vez, podrá ser nacional o internacional.





	El Senado lo ha eliminado, admitiendo únicamente una diferenciación de las normas que rigen el modo de constituir la adopción según si los adoptantes residen o no en Chile.





�
Artículo 3º.





	Señala que la adopción plena es una institución jurídica y social que da origen a relaciones filiativas permanentes entre personas que no siempre son parientes.  Su inciso segundo confiere al adoptado, tratándose de la adopción plena, el estado civil de hijo legítimo de los adoptantes.  Su inciso tercero expresa que la adopción simple es una institución de igual naturaleza que, sin constituir estado civil, crea entre ambos los derechos y obligaciones que el proyecto establece.





	El Senado ha suprimido esta norma.  Sin embargo, cabe hacer presente que su inciso segundo ha pasado a ser inciso segundo del artículo 1°, con las modificaciones allí expresadas.





Artículo 4º.





	Hace procedente la adopción internacional de un menor chileno sólo cuando: 1) los solicitantes tengan residencia permanente en países que tengan con Chile un convenio vigente que regule sus efectos y 2) no haya matrimonios chilenos o extranjeros residentes en Chile interesados en adoptarlo.





	El Senado lo ha consultado como artículo 29, dentro del párrafo tercero del Título III, relativo a la constitución de la adopción por personas no residentes en Chile, disponiendo que ésta sólo procederá cuando se verifique el supuesto señalado en el número 2 y siempre que los solicitantes reúnan los requisitos legales, circunstancia que deberá ser certificada por el Servicio Nacional de Menores (SENAME) sobre la base de los registros a que se refiere el artículo 5°.  Al mismo tiempo, se elimina la exigencia establecida en el número 1 y se permite al juez acoger a tramitación la solicitud de adopción de un menor presentada por personas no residentes en Chile, aún habiendo residentes interesados en adoptarlo, si median razones de conveniencia para el interés superior del niño. 





Artículo 5º.





	Obliga al SENAME a llevar dos registros; uno, de chilenos y extranjeros interesados en adoptar y, otro, de menores susceptibles de ser adoptados (inciso primero), debiendo incluir en éste último a los menores de filiación desconocida, tan pronto como tome conocimiento del caso (inciso segundo).





	El Senado ha modificado el inciso primero, para adecuarlo a la distinción que hace entre personas con residencia permanente en el país y personas que residan en el extranjero, reemplazando la alusión a "menores susceptibles de ser adoptados" por otra a "personas que pueden ser adoptadas", e imponiendo al SENAME la obligación de actualizar los registros permanentemente.  





	Asimismo, ha sustituido el inciso segundo aprobado por esta H. Corporación, por otro que resta a la inclusión en los registros del SENAME el carácter de requisito ineludible para adoptar o ser adoptado, si se cumplen todos los procedimientos y requisitos legales.





Artículo 6º.





	Determina que la tramitación de las adopciones se regirá por la ley en proyecto y, en lo no previsto por ella, por la ley Nº 16.618, sobre menores.





	El Senado lo ha consignado como artículo 2°, en los mismos términos.





Artículo 7º.





	Faculta sólo al SENAME, o a los organismos acreditados ante éste, para intervenir en programas de adopción, a los cuales define como el conjunto de actividades tendientes a procurar al niño una familia responsable.  Comprenden apoyo y orientación a la familia de origen del menor, la recepción y cuidado de éste, así como la evaluación de los solicitantes y su preparación como familia adoptiva.





	El Senado lo ha consultado como artículo 6°, con la enmienda de agregar en él un nuevo inciso tercero, a fin de precisar, para los efectos anteriores, que la "familia de origen" se extiende a los parientes consanguíneos indicados en el artículo 13 (15 en el texto de la Cámara), esto es, a los ascendientes y parientes consanguíneos de grado más próximo del menor y, a falta de ellos, a quienes lo tengan bajo su cuidado.





Artículo 8º.





	Faculta al SENAME y a los organismos acreditados ante éste para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, para que, en defensa de los derechos del niño, se hagan parte en todos los asuntos que regula la ley en proyecto.





	El Senado lo ha consultado como artículo 4°, acotando que los organismos facultados para intervenir en los programas de adopción deberán acreditarse ante el SENAME "en conformidad a las disposiciones que sean aplicables" y precisando que la oportunidad en la cual las instituciones podrán hacerse parte se extiende hasta que la adopción surta sus efectos y, con posterioridad, sólo en relación con el eventual juicio de nulidad de la adopción.





Artículo 9º.





	Señala que, durante los procedimientos de adopción, será obligatorio oír al menor cuando tenga más de siete años y, en caso contrario, siempre que sea posible.


	El Senado lo ha aprobado como artículo 3°, modificándolo en el sentido de extender la obligación que establece a todos los procedimientos de que trata la ley en proyecto, precisando que el juez tendrá debidamente en cuenta las opiniones del menor en función de su edad y madurez, pero elevando de siete a doce años, en el caso de las niñas, y de siete a catorce años, en el de los varones, la edad fijada no sólo para oírlo –como señala el texto de la Cámara- sino que para prestar su consentimiento expresamente ante el juez durante la adopción y en el procedimiento previo a ésta.  Agrega que, en caso de negativa, el juez hará constar las razones que invoque el menor y que, excepcionalmente, por motivos sustentados en el interés superior de aquél, podrá resolver fundadamente que prosiga el respectivo procedimiento.





Artículo 10.





	Establece que las autorizaciones, judiciales o notariales, para la salida de menores fuera de Chile, deberán expresar que no habilitan para su adopción en el extranjero.





	El Senado lo ha rechazado.





TITULO II


DEL PROCEDIMIENTO PREVIO A LA ADOPCION





	El Senado ha sustituido el epígrafe de este Título por el siguiente:





DE LOS PROCEDIMIENTOS PREVIOS A LA ADOPCION





Párrafo Primero


De las personas susceptibles de ser adoptadas





	Este epígrafe ha sido eliminado.





Artículo 11.





	Señala que son susceptibles de ser adoptados los menores de 18 años: a) de filiación desconocida; b) que hayan sido judicialmente declarados abandonados, para quedar en situación de ser adoptados, y c) cuyos padres declaren al juez de menores incapacidad presente y futura para hacerse cargo responsablemente de ellos y que manifiesten su voluntad de entregarlo en adopción, bastando la declaración de uno si el otro ha muerto o está imposibilitado, o bien, si sólo uno lo ha reconocido, la de éste (inciso primero).  La declaración deberán ratificarla, en 30 días, quienes la hicieron (inciso segundo).  Si no concurren, se tendrá por ratificada y se notificará lo ocurrido al SENAME para los efectos del Registro Nacional de Menores (inciso tercero).  En el caso de menores con estado civil de hijo de uno de los adoptantes, bastará el consentimiento del tercero que sea a su respecto padre o madre, y, si éste se opusiere, se seguirá el procedimiento de declaración de abandono para los efectos de la adopción (inciso cuarto).  Se resta validez a la declaración prestada para la adopción del hijo que está por nacer (inciso quinto).


	El Senado lo ha sustituido por otros cuatro artículos (7°, 8°, 9° y 10).





	En relación con los menores de filiación desconocida ("no determinada", conforme a la recientemente aprobada ley sobre filiación), a que hace alusión la letra a) del texto de esta Cámara, el Senado estimó que a este solo hecho no puede atribuírsele el efecto de dejarlos en situación de ser adoptados, sin la constatación judicial previa de su real situación.  Por este motivo, ha subsumido su caso en el de aquellos menores a que se refiere la letra b) del texto de la Cámara, esto es, los que hayan sido declarados judicialmente "abandonados" ("susceptibles de ser adoptados", según el artículo 7°, letra c), aprobado por el Senado), mediante el procedimiento señalado en los artículos 11 y siguientes, que constituye la regla general.





	En tanto, el caso de los menores cuyos padres declaren ante el juez de menores incapacidad presente y futura para hacerse cargo responsablemente de ellos y que manifiesten su voluntad de entregarlos en adopción (letra c) del artículo 11 aprobado por la Cámara), ha sido contemplado en la letra a) del artículo 7°, estableciéndose en el artículo 8° el procedimiento para efectuar la declaración judicial correspondiente.





	Adicionalmente, el Senado ha incluido en el artículo 7° una nueva letra b), que contempla entre los menores que pueden ser adoptados a aquellos que sean descendientes consanguíneos de uno de los adoptantes, fijando al efecto, en el artículo 10, un procedimiento más simple para constituir la adopción que el establecido para la generalidad de los casos.





	Ahora bien, el procedimiento regulado en el nuevo artículo 8° aprobado por el Senado obliga al juez a requerir los informes que estime necesarios para acreditar fehacientemente que los padres de un menor que hayan manifestado su voluntad de entregarlo en adopción se encuentran incapacitados para hacerse cargo responsablemente de él, pudiendo prescindir de ellos una vez transcurrido el plazo que haya dispuesto para evacuarlos, el cual no podrá exceder de treinta días.  Asimismo, obliga a oír al SENAME cuando la gestión no sea patrocinada por ese servicio o alguno de los organismos acreditados ante él.  





	En su inciso tercero, mantiene la norma que hace suficiente la declaración de voluntad de uno solo de los padres cuando el otro hubiere fallecido o se encontrare imposibilitado de expresarla (parte final de la letra c) del artículo 11 aprobado por esta Cámara), pero la extiende también a los casos en que el padre o madre llamado a manifestarla se niegue a concurrir al tribunal luego de ser citado dos veces bajo apercibimiento de presumirse su voluntad de entregar al hijo en adopción.  





	Su inciso cuarto impone al juez el deber de adoptar una resolución dentro de 30 días después de recibido el último informe, entendiéndose comprobadas las circunstancias expresadas en la letra a) si no resolviere dentro plazo, cuando la gestión estuviere patrocinada por el SENAME o un organismo acreditado ante éste, lo que deberá ser certificado por el secretario del tribunal a solicitud verbal del interesado.





	Su inciso final recoge la norma establecida en el inciso tercero del artículo 11 aprobado por esta Cámara, agregando una referencia a la certificación aludida precedentemente.





	Por su parte, el artículo 9° del texto despachado por el Senado permite, de manera excepcional y siempre que la gestión sea patrocinada por un organismo oficial, iniciar el trámite destinado a declarar que el menor puede ser adoptado por la concurrencia de las causales de que se trata, antes de su nacimiento, contrariamente a lo que dispone el inciso final del artículo 11 aprobado por esta Cámara, debiendo la madre ratificar libremente su voluntad de entregar al hijo en adopción 30 días después de ocurrido el parto.  Con tal propósito, prohibe todo apremio para que ratifique, teniéndola por desistida de su decisión si no lo hiciere.  Con todo, si la madre fallece entes de ratificar, será suficiente manifestación de dicha voluntad la expresada antes del nacimiento.  Por último, impone al juez la obligación de resolver dentro de los quince días siguientes a la ratificación.





	El artículo 10, como se mencionó, establece un procedimiento previo a la adopción, simplificado, para aquellos menores que sean descendientes consanguíneos de uno de los adoptantes (incluidos los que tengan el estado civil de hijo respecto de uno de ellos, a que se refiere el inciso cuarto del artículo 11 aprobado en primer trámite constitucional).  En primer lugar, cuando uno de los cónyuges que desean adoptar sea el padre o madre del menor, y sólo éste lo haya reconocido como hijo, se aplicará directamente el procedimiento de adopción contemplado en el Título III.  En cambio, si el hijo ha sido reconocido por ambos padres, o tiene filiación matrimonial, será necesario el consentimiento del otro padre o madre, y en este caso se aplicará, en lo que corresponda, el procedimiento previsto en el artículo 8°.  En caso de que falte el otro padre o madre, o si éste se opusiere a la adopción, el juez deberá resolver si el menor es susceptible de ser adoptado de conformidad al procedimiento que se consigna en los artículos 11 y siguientes del texto aprobado por el Senado, y las mismas reglas se aplicarán cuando uno de los cónyuges que quieran adoptar sea otro ascendiente consanguíneo del padre o madre del menor (abuelos).





Artículo 12.





	Expresa que también pueden ser adoptados los mayores de edad y menores de 24 años, que antes de cumplir los 18 años hayan estado bajo el cuidado personal del adoptante por un plazo no inferior a tres años.





	El Senado lo ha suprimido.





Artículo 13.





	Establece que la declaración de abandono de un menor, para ser adoptado, procede cuando sus padres o quienes lo tengan a su cuidado: 1. ejerzan su autoridad abusivamente, afectando su integridad física, psíquica o moral; 2. no le proporcionen atención personal, afectiva o económica durante seis meses, si fuere mayor de dos años; durante tres meses si fuere menor de dos años pero mayor de seis meses, o durante 45 días si tuviere una edad inferior, no constituyendo causal suficiente para esta declaración la falta de recursos económicos; 3. lo entreguen a una institución pública o privada de protección de menores o a un tercero, ya sea con ánimo manifiesto de liberarse de sus obligaciones legales o por encontrarse inhabilitados para ejercer su cuidado.  Las personas naturales que reciban a un menor en tales circunstancias deberán informar al juez competente.





	El Senado lo ha consignado como artículo 11, haciendo extensible la declaración judicial de que el menor es susceptible de ser adoptado a todos aquellos cuyos padres o guardadores se encuentren en alguna de las situaciones que describe, sin importar su filiación.





	El número 1 del texto aprobado en primer trámite constitucional ha sido eliminado, reemplazándolo por otro que hace referencia al caso de inhabilitación física o moral que pueda afectar al padre, madre o personas a quienes se haya confiado el cuidado del menor (entendiendo incluido en ésta el ejercicio abusivo de autoridad), de conformidad al artículo 226 del Código Civil, modificado por la recientemente promulgada ley sobre filiación.





	El número 2 se ha conservado, con algunas modificaciones formales, al igual que el número 3, el que sin embargo restringe la hipótesis planteada originalmente a la entrega del menor por parte de sus padres o guardadores con sólo el ánimo manifiesto de liberarse de sus obligaciones legales, pero agrega una norma que presume este ánimo cuando la mantención del menor a cargo de la institución o del tercero no obedezca a una causa justificada que la haga más conveniente para sus intereses que el ejercicio del cuidado personal por parte de quienes debían brindárselo.  Asimismo, presume este ánimo cuando el menor no sea visitado por tales personas, por lo menos una vez, durante cada uno de los plazos señalados en el numerando 2, salvo causa justificada, para lo cual las visitas deberán quedar registradas en la respectiva institución.  Por último, impone a los que reciban a un menor en tales circunstancias la obligación de informar al juez competente del hecho de la entrega y de lo expresado a su respecto por el padre, madre o personas que lo tenían bajo su cuidado.





Párrafo Segundo.


De la competencia y procedimiento de la declaración de abandono para efectos de la adopción.





	Este epígrafe ha sido eliminado.





Artículo 14.





	Dispone que el procedimiento de declaración de abandono de un menor se inicia a solicitud de quienes lo tengan a su cargo, del SENAME o de oficio por el juez de menores del domicilio de éste, con competencia en materias proteccionales o, si existiere una medida de protección anterior a su respecto, del tribunal que la dictó, siendo obligatorio iniciar dicho procedimiento para los directores de las instituciones públicas o privadas de protección que tengan a su cargo a un menor en alguna de las situaciones previstas en el artículo anterior.





	El Senado la ha consultado como artículo 12, introduciendo modificaciones meramente formales en su inciso primero.  Su inciso segundo dispone que, cuando el procedimiento que tenga por objeto declarar que un menor es susceptible de ser adoptado se inicie por instituciones públicas o privadas que lo tuvieren a su cargo, la solicitud deberá ser presentada por sus respectivos directores.  Sin embargo, esto no obliga a dichos directores a iniciar el procedimiento cuando detecten la presencia de un menor que se encuentre en algunas de las situaciones previstas en el artículo anterior, como lo exigía el precepto aprobado por esta Cámara, dejando al arbitrio de aquellos la posibilidad de hacerlo.  El inciso tercero, que fija la competencia para conocer de este procedimiento, ha sido trasladado, con modificaciones, al nuevo artículo 17 del texto despachado por el Senado.  En su lugar, se ha incluido una norma que faculta para iniciar dicho procedimiento exclusivamente al SENAME o al organismo acreditado ante él que tenga a su cargo al menor cuya filiación no esté determinada respecto de ninguno de sus padres.





Artículo 15.





	Establece que, recibida la solicitud de que trata este párrafo, el juez ordenará que se cite personalmente a los consanguíneos más próximos del menor, especialmente a sus ascendientes (inciso primero), debiendo adoptar todas las medidas necesarias para determinar su domicilio, si éste fuere desconocido (inciso segundo).  Si en 30 días no se lograse determinar sus domicilios, se les citará por medio de dos avisos publicados en un diario de circulación nacional (inciso tercero), los cuales deberán ser redactados por el secretario del tribunal e incluir el máximo de datos  disponibles para la identificación del menor de que se trate, entendiéndose practicada esta citación tres días después de publicado el último aviso (inciso cuarto). Quienes no comparezcan serán considerados rebeldes, no siendo necesario notificarles las resoluciones que se dicten (inciso quinto).  Finalmente, se faculta al juez para ordenar una forma sustitutiva de citación cuando la personal no se pudiere practicar por razones distintas de las señaladas (inciso sexto).





	El Senado lo ha consultado como artículo 13.  En su inciso primero, constriñe al juez para que cite "a la brevedad posible" a los "ascendientes y otros consanguíneos de grado más próximo del menor", precisando que el motivo de su concurrencia es "exponer lo que sea conveniente a los intereses de aquél" (y no a sus propios derechos e intereses, como establece el artículo 16 aprobado por esta Cámara), bajo apercibimiento de presumir su consentimiento favorable a la declaración de que el menor es susceptible de ser adoptado.  Su inciso segundo se mantiene en el texto aprobado por el Senado, con enmiendas formales.  Su inciso tercero, también con cambios formales, ordena la notificación a los ascendientes y consanguíneos más próximos del menor por medio de "un aviso publicado gratuitamente en el Diario Oficial", que "deberá ser publicado también por una vez en un diario de circulación nacional".  Su inciso cuarto se conserva, con la sola enmienda de reemplazar la palabra "citación" por "notificación".  Su inciso quinto ha pasado a ser inciso final de la norma aprobada por el Senado, con modificaciones formales.  Su inciso sexto ha sido suprimido.





Artículo 16.





	Fija un plazo de 10 días, a contar de la citación, para que las personas señaladas en la norma anterior comparezcan ante el tribunal y expongan lo conveniente a sus intereses (inciso primero), vencido el cual, si ha existido oposición, el juez recibirá la causa a prueba en la forma y plazo previsto para los incidentes (inciso segundo).  En la resolución que reciba la causa a prueba, haya o no oposición, el juez decretará de oficio las diligencias necesarias para comprobar los hechos invocados para solicitar la declaración de abandono, especialmente la imposibilidad de disponer la permanencia del menor en su familia de origen y las ventajas que le representa la adopción (inciso tercero).





	El Senado lo ha contemplado como artículo 14.  En su inciso primero, ha sustituido la palabra "citación" por "notificación", y ha eliminado la frase relativa al motivo de la comparecencia, según se señaló en el artículo anterior.  Su inciso segundo se conserva, con modificaciones formales.  En su inciso tercero, se aclara que la facultad conferida al tribunal la ejercerá si no recibe la causa a prueba o, si la recibe, en la misma resolución, y se adecua la referencia a la declaración de que el menor es susceptible de ser adoptado.





Artículo 17.





	Ordena al juez dictar sentencia fundada dentro del plazo de diez días, una vez concluido el término probatorio y practicadas las diligencias señaladas en la disposición precedente.





	El Senado lo ha incluido como artículo 15, ampliando de diez a treinta días el plazo para dictar sentencia, y especificando la forma en que ésta se notificará a los consanguíneos de grado más próximo del adoptado, que hayan comparecido en el proceso.





Artículo 18.





	Señala que, si la sentencia que declara al menor en estado de abandono no es apelada, habiéndose tramitado el proceso en rebeldía de los consanguíneos más próximos, deberá elevarse en consulta al tribunal superior. Si éste estima dudosa la legalidad del fallo, retendrá el conocimiento del asunto, oyendo al Ministerio Público.  En caso contrario, lo aprobará (inciso primero), debiendo remitirse copia de la sentencia ejecutoriada al Servicio Nacional de Menores para la inscripción del menor en el registro correspondiente.





	El Senado lo ha consultado como artículo 16, sustituyéndolo por otro que hace procedente en el solo efecto devolutivo el recurso de apelación contra la sentencia que declare al menor como susceptible de ser adoptado, o contra aquella que deniegue tal declaración (inciso primero).  Al mismo tiempo, precisa que cuando no se apelare la sentencia recaída en un proceso en que no sean parte el SENAME o algún organismo acreditado ante éste, deberá elevarse la misma en consulta al tribunal de alzada (inciso segundo), para lo cual estas causas gozarán de preferencia para su vista y fallo (inciso tercero).  Por último, instruye al tribunal para que, una vez ejecutoriada la sentencia que declare al menor como susceptible de ser adoptado, oficie al SENAME a fin de que incorpore al menor en el correspondiente registro.





* * * * *





	El Senado ha agregado en este Título dos artículos nuevos (17 y 18).





	El artículo 17 entrega el conocimiento de los procedimientos a que se refiere este Título II al juez de letras de menores del domicilio del menor, con competencia en materias proteccionales (inciso primero), a menos que exista respecto de éste una medida de protección anterior, pues en tal caso será competente el juez que la haya dictado (inciso tercero), norma similar a la contenida en el inciso final del artículo 14 aprobado por esta Cámara.  Adicionalmente, establece como domicilio del menor el correspondiente a la respectiva institución, cuando éste se encontrare a cargo del SENAME o de un organismo acreditado ante él (inciso segundo).





	El artículo 18, en su inciso primero, faculta al juez para confiar el cuidado personal del menor a cuyo respecto se esté tramitando la declaración de que es susceptible de ser adoptado, a quienes hayan manifestado su voluntad de adoptarlo y cumplan con los requisitos legales para ello, regla que aplicará especialmente en el caso de los interesados que propongan el SENAME o un organismo acreditado ante él en las gestiones que patrocinen.  Todo ello, con el propósito trabar cuanto antes una vinculación afectiva entre el menor y quienes hagan saber al tribunal su voluntad de adoptarlo.





	Su inciso segundo incluye una regla similar a la propuesta por esta Cámara en el artículo 68 (modificatorio del artículo 29 de la ley N° 16.618), conforme a la cual los menores que se encuentren en este caso serán considerados carga de la persona a cuyo cuidado estén, para los efectos de causar asignación familiar y acogerse a los beneficios de salud y demás que les correspondan.





	Por último, su inciso tercero ordena al juez agregar a los autos los procesos de protección incoados en relación con el menor, norma similar a la contenida en el artículo 24 aprobado por esta Corporación.





* * * * *





TITULO III


DE LA ADOPCION PLENA





	El Senado ha sustituido su denominación por la siguiente:





DE LA ADOPCION





Párrafo Primero


De la constitución de la adopción plena





	Igualmente, ha reemplazado la denominación de este párrafo por:





"De la constitución de la adopción por personas residentes en Chile"





Artículo 19.





	Dispone que sólo podrá otorgarse la adopción plena a los cónyuges chilenos o extranjeros, con cuatro o más años de matrimonio, que cumplan los restantes requisitos que señala, en cuanto a edad, capacidad física, mental, psicológica y moral, y diferencia de edad con el menor.  Su inciso segundo, establece que los extranjeros con residencia permanente en Chile deberán acreditar la inscripción del matrimonio en el Registro Civil.  Su inciso tercero faculta al juez, en casos justificados, para prescindir de los límites de edad o rebajar la diferencia de años con respecto del menor hasta en cinco años.  Por último, su inciso cuarto estipula que los requisitos de edad y diferencia de edad señalados en el inciso primero no serán exigibles si uno de los adoptantes es ascendiente por consanguinidad del adoptado.





	El Senado ha reemplazado este artículo por otros dos (19 y 20).





	El artículo 19 de la Cámara revisora versa sobre la misma materia que el propuesto por esta Corporación, pero se ha suprimido, en el inciso primero, la expresión "sólo" y la referencia al carácter pleno de la adopción, rebajando además, de cuatro a dos años, la duración mínima del matrimonio de los adoptantes, respecto de quienes se agrega la exigencia de que residan permanentemente en el país, y se precisa que la actuación de consuno que se les exige debe verificarse en todas las gestiones que requieran la expresión de voluntad de los adoptantes.  El inciso segundo del texto aprobado por la Cámara de Diputados ha sido eliminado.  El inciso tercero ha pasado a ser segundo, con la sola enmienda de sustituir la facultad conferida al juez para prescindir de los límites de edad señalados por la de "rebajar" dichos límites.  El inciso cuarto ha pasado a ser tercero, sólo con modificaciones formales.  Por último, el texto del Senado agrega a esta norma un inciso final, mediante el cual exime del requisito de duración mínima del matrimonio cuando uno o ambos cónyuges fueren infértiles.





	El nuevo artículo 20 aprobado por el Senado permite a los chilenos solteros o viudos, con residencia permanente en el país, respecto de quienes se haya realizado la respectiva evaluación de idoneidad y que cumplan los requisitos de límites y diferencia mínima de edad, solicitar la adopción de un menor cuando no existan cónyuges que cumplan los requisitos legales, o que sólo les falte a dichos cónyuges el de residencia permanente en Chile.  Mediante el inciso segundo, se les hace exigible, además, la obligación de haber participado en los programas de adopción.  Finalmente, se establecen ciertas prioridades para el caso de que haya varias personas solteras o viudas interesadas en adoptar a un menor y reúnan similares condiciones, dando preferencia a quienes sean parientes consanguíneos del menor o, en su defecto, a quienes tengan su cuidado personal.





Artículo 20.





	Permite otorgar excepcionalmente, la adopción plena al viudo o viuda, cuando la tramitación correspondiente se hubiere iniciado en vida de ambos cónyuges o, en caso contrario, cuando el cónyuge difunto hubiere manifestado su voluntad de conceder el beneficio conjuntamente con el sobreviviente y siempre que, al tiempo de su muerte, el menor hubiere completado no menos de dos meses bajo la tuición de ambos, todo ello con tal que concurran los demás requisitos legales.  Su inciso segundo exige probar la voluntad señalada mediante instrumento público, testamento o testimonios fidedignos que la establezcan de modo irrefragable.  Su inciso tercero señala que, en estos casos, la adopción se entenderá efectuada por ambos cónyuges.





	El Senado lo ha consignado como artículo 21, eliminando, en el inciso primero, el carácter excepcional de la medida que autoriza y el requisito de haber completado el menor un período mínimo bajo la tuición o el cuidado de ambos cónyuges.  Sustituye, además, la exigencia de que el cónyuge difunto haya manifestado su voluntad de "conceder el beneficio" por la de "adoptar", y precisa el momento desde el cual se entenderá efectuada la adopción en estos casos.  El inciso segundo se mantiene en los mismos términos, salvo en cuanto niega suficiencia a la prueba de testigos por sí sola.  El inciso tercero ha sido trasladado a la parte final del primero.





Artículo 21.





	Autoriza otorgar la adopción plena también a los cónyuges divorciados o ex cónyuges de matrimonios disueltos, siempre que exista la conformidad de ambos y la del actual cónyuge, si estuvieren ligados por nuevo matrimonio, cuando, al momento de la declaración del divorcio o de la disolución del matrimonio se hubieren iniciado los trámites y el menor hubiere completado no menos de seis meses bajo la tuición de los adoptantes.





	El Senado ha suprimido este artículo.





Párrafo Segundo


De la competencia y el procedimiento





	Se ha agregado, a continuación de la palabra "procedimiento", la expresión "de adopción".


Artículo 22.





	Otorga competencia al juez de letras de menores del domicilio de los adoptantes para conocer de la adopción plena y, tratándose del caso señalado en el artículo 12 (mayores de edad y menores de 24 años), al juez de letras en lo civil del domicilio de los mismos (inciso primero).  La solicitud respectiva deberán firmarla ante el secretario del tribunal, quien certificará sus identidades, todas las personas cuya voluntad es requerida conforme a lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 (inciso segundo), y deberán acompañarse a ella: 1. copia íntegra de la inscripción de nacimiento del menor que se pretende adoptar; 2. copia de la sentencia firme que lo declara abandonado y 3. un informe de evaluación de idoneidad de los adoptantes emitido por alguna de las instituciones a que se refiere el artículo 7° (inciso tercero).  Tratándose de una solicitud de adopción internacional, deberán acompañarse, además de los antecedentes señalados en los números 1 y 2 del inciso anterior, los documentos a que se refiere el artículo 33 y un certificado emitido por el Servicio Nacional de Menores de que no existen matrimonios idóneos, chilenos o extranjeros con residencia permanente en Chile, interesados en adoptar al menor (inciso cuarto).





	El Senado lo ha aprobado con las modificaciones siguientes.  En su inciso primero, junto con eliminar la referencia al carácter pleno de la adopción, ha restringido la norma de competencia sólo a los jueces de menores, como consecuencia de haberse eliminado la posibilidad de adoptar a mayores de edad y menores de 24 años.  El inciso segundo aprobado por esta Corporación ha pasado a ser tercero, en iguales términos.  El inciso tercero ha pasado a ser cuarto, manteniéndose inalterable su encabezamiento, al igual que su numerando 1, el que sólo ha sido objeto de una modificación de forma, consistente en reemplazar la expresión "del menor" por "de la persona", mientras que la redacción del numerando 2 ha sido adecuada a las nuevas disposiciones de los artículos 7° y 8° aprobados por el Senado; el numeral 3 mantiene igual posición, con adecuaciones formales.  El inciso cuarto ha sido eliminado, consultándose en su lugar uno nuevo, que insta al tribunal competente a hacer lo posible para que los hermanos que se encuentren en situación de ser adoptados lo sean por unos mismos solicitantes.





	Adicionalmente, el Senado ha incluido un inciso segundo, nuevo, que resta al procedimiento de adopción el carácter de contencioso, y dispone que las cuestiones que susciten en él se substanciarán en cuaderno separado.





Artículo 23.





	Dispone que, recibida la solicitud de adopción, el juez verificará el cumplimiento de los requisitos legales y ordenará las diligencias necesarias para comprobar los beneficios que la adopción reporta al menor y, si lo estima menester, para complementar la evaluación de idoneidad de los solicitantes (inciso primero); constituirá antecedente favorable para la adopción plena el hecho de que el menor haya sido adoptado con anterioridad por uno de los cónyuges, con sujeción a las normas de la adopción simple (inciso segundo); si los solicitantes no tuvieren el cuidado personal o la tuición del menor, el tribunal, desde que aparezcan datos suficientes en autos, les otorgará la tuición provisional por treinta días y dispondrá lo necesario para establecer la adaptación del menor con su futura familia (inciso tercero).  El juez podrá, asimismo, prolongar la tuición provisional por todo el tiempo que dure el procedimiento (inciso cuarto).





	El Senado le ha introducido las siguientes modificaciones.  En su inciso primero, ha establecido que la primera acción del tribunal posterior a la recepción de una solicitud de adopción deberá ser acogerla a tramitación, si la encuentra conforme, antes de ordenar las diligencias que estime pertinentes.  Ello, a fin de no dilatar por esta vía el inicio del procedimiento.  El inciso segundo lo ha suprimido, incluyendo en su lugar otro, que ordena al juez agregar a los autos el expediente de la causa previa por la que se haya declarado al menor susceptible de ser adoptado.  El inciso tercero lo ha conservado, con la sola enmienda de eliminar el plazo de tuición provisional. El inciso cuarto también lo ha suprimido, consultando en su lugar uno nuevo, que faculta al juez para poner término fundadamente, en cualquier etapa del procedimiento, a la tuición provisional ejercida por los interesados, cuando lo estime necesario para el interés superior del menor.  Asimismo, hace cesar de pleno derecho la tuición provisional si los solicitantes no obtienen en definitiva la adopción, debiendo el juez dejar constancia de ello en la sentencia, y disponer en la misma, además, la entrega del menor a quien deba ejercer su cuidado en lo sucesivo.





Artículo 24.





	Dispone que, de existir un expediente de protección respecto del menor, el juez ordenará traerlo a la vista.





	Como se señaló en su oportunidad, el Senado lo ha incluido como inciso final del nuevo artículo 18, con modificaciones formales.





Artículo 25.





	Prescribe que, con el mérito de las diligencias practicadas según lo previsto en el artículo 23 y vencido el plazo de tuición provisional, el juez dictará sentencia, la que se notificará por cédula a los solicitantes (inciso primero).  Agrega que dicha sentencia será apelable en el solo efecto devolutivo (inciso segundo), la apelación se tramitará de acuerdo a las reglas de los incidentes y gozará de preferencia para su vista y fallo (inciso tercero).





	El Senado lo ha consignado como artículo 24, estableciendo en su inciso primero un plazo de quince días para que el juez dicte sentencia y eliminando la referencia al vencimiento del plazo de tuición provisional.  Los incisos segundo y tercero del texto aprobado por esta Corporación los ha refundido en uno solo (inciso segundo, nuevo), suprimiendo en él toda alusión al efecto en que se concede la apelación.





�
Artículo 26.





	Establece que la sentencia que acoja la adopción plena ordenará: 1. oficiar a la Dirección General del Servicio de Registro Civil e Identificación, y a cualquier otro organismo público o privado, solicitando la ficha individual o cualquier otro antecedente que permita la identificación del adoptado, para ser agregados a los autos; 2. remitir el expediente a la Oficina del Registro Civil del domicilio de los adoptantes, para que se practique una nueva inscripción de nacimiento del adoptado como hijo legítimo de aquéllos, a requerimiento de los mismos, pudiendo el juez fijar al efecto la fecha de nacimiento del adoptado (a su criterio) o declarar, a petición de parte, que éste tiene la calidad de hijo de los adoptantes, y 3. cancelar la antigua inscripción de nacimiento del adoptado.





	El Senado lo ha consultado como artículo 25, manteniendo sus tres numerales, con las modificaciones que se indicarán, y agregando uno nuevo.  En el encabezamiento, se ha eliminado la alusión al carácter pleno de la adopción.  En el numerando 1, solamente se ha corregido la denominación de la Dirección del Servicio de Registro Civil e Identificación a la cual se debe oficiar por orden del tribunal.  En el numerando 2, se ha eliminado la referencia al carácter legítimo de la filiación adoptiva cuya inscripción se trata de practicar, agregándose una norma que permite requerir dicha inscripción, además, a un tercero a nombre de uno o ambos adoptantes.  Asimismo, se regula la forma en que el juez fijará la fecha de nacimiento del adoptado, precisándose que estas reglas no serán aplicables cuando los solicitantes hubieren renunciado a la reserva que establece el artículo 27, salvo que hubieren pedido expresamente su aplicación en la solicitud de adopción.  





	En el numerando 3, se añade una norma que obliga al tribunal a ordenar, junto con la cancelación de la antigua inscripción de nacimiento, que se adopten las medidas administrativas conducentes para mantener en reserva la identidad anterior del adoptado.  Por último, el nuevo numerando 4 prescribe que la sentencia que acoja la adopción ordenará, además, que se oficie al SENAME para que elimine de sus registros al adoptado o a los adoptantes, si éstos figuraren en ellos (norma similar a la establecida en el inciso final del artículo 27 aprobado por esta Cámara, pero en la que ahora se precisa el objeto de esa comunicación).





Artículo 27.





	Regula los trámites que han de seguirse, después de ejecutoriada la sentencia que acoja la adopción plena, para que los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación practiquen la nueva inscripción de nacimiento del adoptado, cancelen la antigua, y custodien el expediente de adopción.  Asimismo, establece que sólo por resolución judicial podrán darse copias de la sentencia o del expediente, a pedido del adoptado, de los adoptantes y de los descendientes de éstos (inciso primero).  Finalmente, dispone que deberá comunicarse al Servicio Nacional de Menores la circunstancia de haberse otorgado la adopción (inciso segundo).





	El Senado lo ha incluido como artículo 26, eliminando en su inciso primero la norma que obliga a remitir los autos al oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación que corresponda (vale decir, el del domicilio de los adoptantes), una vez ejecutoriada la sentencia que acoge la adopción, para que se practique la nueva inscripción de nacimiento (repetición de la establecida en el número 2 del artículo anterior).  Asimismo, ha suprimido la oración que obliga a oficiar a la Dirección "General" de dicho Servicio para que cancele la antigua inscripción de nacimiento del adoptado (norma contemplada en el número 3 del artículo precedente).  El resto de este inciso ha pasado a conformar los incisos primero y segundo del nuevo artículo 26 aprobado por la Cámara revisora, agregándose en éste último, además, una norma que obliga a citar previamente a los adoptantes, salvo que se acredite su fallecimiento, cuando el juez autorice la entrega de copias de la sentencia o del expediente de adopción a terceros, entre los cuales se incluye ahora a los ascendientes de los adoptantes.





	El inciso segundo del precepto aprobado por esta Corporación ha sido incluido como número 4 del artículo anterior, con las modificaciones allí indicadas.





	Adicionalmente, el Senado ha contemplado en este artículo un nuevo inciso tercero, que faculta a cualquier persona mayor de edad y plenamente capaz, que tenga antecedentes que le permitan presumir que fue adoptada, para solicitar personalmente al Servicio de Registro Civil e Identificación que le informe si su filiación tiene ese origen.





Artículo 28.





	Determina la reserva de todas las tramitaciones, tanto judiciales como administrativas, y de la guarda de documentos a que dé lugar la adopción, salvo que los solicitantes hayan requerido lo contrario, caso en el cual se dejará constancia de ello en la sentencia y no será aplicable lo anterior (inciso primero).  Igualmente, penaliza la violación de la reserva, que obliga a los funcionarios públicos en razón de su cargo (inciso segundo).





	El Senado lo ha consultado como artículo 27, con la sola enmienda, en el inciso primero, de reemplazar la palabra "inciso" por "artículo".  El inciso segundo, en cambio, ha sido eliminado, aprobándose en su lugar uno nuevo, que exceptúa de la reserva a que se refiere el inciso primero las certificaciones que pidan los solicitantes para impetrar derechos o realizar actuaciones en beneficio del menor que tengan bajo su cuidado personal.





Párrafo Tercero


De los efectos de la adopción plena y de su expiración





	El Senado lo ha consultado como párrafo Cuarto, eliminando en su denominación la expresión "plena" e incluyendo en él los artículos 29 y 30, modificados en la forma que se señalará.





�
Artículo 29.





	Dispone que la adopción plena extingue los vínculos de filiación de origen del adoptado para todos los efectos civiles, salvo en lo relativo a los impedimentos para contraer matrimonio, los que subsistirán (inciso primero). Asimismo, señala que los efectos entre adoptantes y adoptado, y respecto de terceros, se producen desde que se practique la nueva inscripción de nacimiento ordenada en ella (inciso segundo).





	El Senado lo ha consignado como artículo 36, reiterando en su inciso primero el concepto de que la adopción confiere al adoptado el estado civil de hijo de los adoptantes, con todos los derechos y deberes recíprocos establecidos en la ley (artículo 1°, inciso segundo), y agregando además que, para efectos de impedir el matrimonio del adoptado con alguno de sus ascendientes y descendientes por consanguinidad o afinidad, o con alguno de sus colaterales consanguíneos hasta el segundo grado inclusive, cualquiera de dichos parientes biológicos podrá hacer presente el respectivo impedimento ante el Servicio de Registro Civil e Identificación desde la manifestación del matrimonio y hasta antes de su celebración, lo que dicho Servicio deberá verificar consultando el respectivo expediente de adopción.





	El inciso segundo lo ha conservado, precisando que la adopción producirá sus efectos legales desde la fecha en que se practique la inscripción de nacimiento ordenada por la sentencia que la constituye.





Artículo 30.





	Establece que la adopción plena es irrevocable, excepto la internacional (cuando el menor deba retornar desde el extranjero, por existir irregularidades que impidan que surta sus efectos), sin perjuicio de que el adoptado podrá siempre pedir la nulidad de la adopción si ha existido un vicio que la invalide (inciso primero), ante el juez de letras de menores con jurisdicción sobre el territorio en que se tramitó la adopción (inciso segundo).





	El Senado lo ha consultado como artículo 37, eliminando en el inciso primero la excepción relativa a la revocación de la adopción internacional y sustituyendo la referencia al vicio invalidante de la adopción que haría procedente la acción de nulidad, por otra que se refiere a la obtención de la misma por medios fraudulentos.  En el inciso segundo, ha fijado el plazo dentro del cual podrá ejercitarse dicha acción.  En el inciso tercero, ha incluido la norma relativa a la competencia establecida en el inciso segundo del texto aprobado por esta Corporación, pero ampliada ahora al juez de letras del territorio en que se tramitó la adopción, sin precisar su especialidad.





�
Párrafo Cuarto


De la adopción plena internacional





	El Senado lo ha consignado como párrafo Tercero, reemplazando su denominación por la siguiente:





"De la constitución de la adopción por personas no residentes en Chile"





Artículo 31.





	Estatuye que la adopción plena internacional se constituye mediante la adopción plena en Chile, de acuerdo a las reglas aplicables a ésta, y surte sus efectos en el extranjero según lo disponga el convenio que la regule.





	El Senado lo ha consultado como artículo 28, sustituyendo en él la alusión a la adopción plena internacional por otra que se refiere a la adopción de un menor por personas no residentes en Chile, la cual se regirá por las normas establecidas en el Párrafo Segundo de este Título y deberá sujetarse, cuando corresponda, a las convenciones y convenios internacionales que la regulen y que hayan sido ratificados por nuestro país.





Artículo 32.





	Ordena que sólo podrá otorgarse la adopción plena internacional a los cónyuges no residentes en Chile, previamente calificados por el organismo gubernamental de su país de residencia, con el que exista un convenio de adopción, y que cumplan los requisitos generales señalados en el artículo 19.





	El Senado lo ha contemplado como artículo 30, reemplazando en él la referencia a la adopción plena internacional por otra que alude a la adopción regulada en el nuevo Párrafo Tercero bajo el cual se inserta.  Dispone que ésta sólo podrá otorgarse a los cónyuges no residentes en Chile (y también al viudo o viuda, en los términos del artículo 21), sean ellos nacionales o extranjeros, los cuales deberán ser evaluados por los organismos a que se refiere el artículo 6° (el SENAME o alguna institución acreditada ante éste), quienes deberán cumplir los requisitos señalados en los incisos primero, tercero y cuarto del artículo 19, y en el artículo 21.  La exigencia de que exista un convenio de adopción con el país de residencia de los solicitantes ha sido suprimida, sin perjuicio de que éstos deban respetar las normas internacionales sobre la materia, al tenor de lo preceptuado en el artículo 28 del texto del Senado.





Artículo 33.





	Fija una nómina (en 9 numerales) de los documentos que deberán presentar previamente al SENAME, personalmente o a través del representante legal del organismo gubernamental que los patrocine, los matrimonios no residentes en Chile interesados en la adopción plena. Ellos deberán ser originales, autenticados, autorizados o legalizados, según corresponda, y traducidos al español; de lo contrario, serán devueltos dentro de quinto día a los solicitantes.  El Servicio Nacional de Menores, cuando proceda, certificará el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.





	El Senado lo ha reemplazado por otros dos artículos (31 y 32).





	El artículo 31 trata de los antecedentes que deberán acompañar a la solicitud los matrimonios no residentes en Chile interesados en la adopción.  





	En el encabezamiento del inciso primero, se eliminan la referencia al carácter pleno de la adopción (en este caso, internacional), la exigencia de presentar dichos antecedentes personalmente o a través del organismo gubernamental patrocinante y la de que éstos sean acompañados en original.





	Los números 1 y 2 se conservan, en iguales términos.  





	El número 3 ha pasado a ser 5, agregándose que, en defecto del certificado expedido por el cónsul chileno allí señalado, se acompañe a la solicitud otro instrumento idóneo que permita al tribunal formarse la convicción de que los solicitantes cumplen con los requisitos para adoptar.





	El número 4 ha pasado a ser 6, en iguales términos.  





	El número 5 ha sido eliminado.





	El número 6 ha pasado a ser 8, precisándose que el informe social favorable requerido en él deberá ser emitido por el organismo gubernamental o privado acreditado que corresponda al país de residencia de los solicitantes, si lo hubiere, o que, en defecto de dicho informe, deberán acompañarse a la solicitud otros antecedentes que acrediten esta materia a satisfacción del tribunal.





	El número 7 ha pasado a ser 9, precisándose que los certificados allí consignados deben permitir al tribunal comprobar, a su satisfacción, la salud física, mental y psicológica de los solicitantes, y que ellos deben ser otorgados por profesionales competentes del país de residencia de los solicitantes, y no necesariamente por las autoridades de salud de aquél.





	El número 8 ha pasado a ser 10, en los mismos términos.





	El número 9 ha pasado a ser 11, sin modificaciones.





	Adicionalmente, el Senado ha incluido cuatro números nuevos (3, 4, 5 y 12), los cuales constan en el texto comparado anexado al presente informe, elaborado por la Secretaría de esta Corporación.





	Los incisos segundo y tercero de este artículo han sido eliminados, estableciéndose en su reemplazo el artículo 32, nuevo, cuyo inciso primero prohibe al tribunal acoger a tramitación la solicitud de adopción que no acompañe los documentos mencionados en el artículo anterior, mientras que su inciso segundo le impone el deber de poner en conocimiento del SENAME la resolución en que acoja a tramitación dicha solicitud, cuando ésta no fuere patrocinada por dicho Servicio o un organismo acreditado ante él.





Artículo 34.





	Otorga competencia para conocer de la adopción internacional al juez de letras de menores correspondiente al domicilio de la persona o entidad a cuyo cuidado se encuentre el menor.





	El Senado lo ha consignado como artículo 33, adecuando la referencia al carácter internacional de la adopción a la nueva denominación que recibe la regulada en este Párrafo, y extendiendo la regla de competencia, también, al juez de letras de menores del domicilio del menor.





Artículo 35.





	Faculta al juez para autorizar que, en el caso del inciso cuarto del artículo 23, el menor que se pretende adoptar quede al cuidado de uno de los solicitantes.





	El Senado lo ha consultado como artículo 34, anteponiendo un inciso primero que obliga a los solicitantes a comparecer personalmente ante el juez cuando éste lo estime necesario, lo que deberá disponer a lo menos una vez durante el procedimiento.  El inciso único del texto aprobado por esta Cámara ha pasado a ser segundo, adecuándose la referencia a los casos en que puede otorgarse la tuición provisional a los solicitantes y agregándose la prohibición de salida del menor del país sin autorización judicial.





Artículo 36.





	Ordena, en caso de que se acoja la adopción internacional, la remisión de una copia autorizada de la sentencia al Ministerio de Relaciones Exteriores, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 39.





	El Senado lo ha eliminado.





Artículo 37.





	Ordena, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 (esto es, practicar la nueva inscripción de nacimiento del adoptado y la cancelación de la antigua), remitir el expediente a la Oficina del Registro Civil de la primera sección de la comuna de Santiago. 





	El Senado lo ha incluido como artículo 35, adecuando la remisión a las normas que regulan los trámites posteriores a la constitución de la adopción y eliminando la referencia a la "primera sección" de la oficina del Registro Civil e Identificación a que alude, por no tener ésta existencia legal en la actualidad.





Artículos 38 y 39.





	El primero dispone que el SENAME deberá llevar un registro de adoptantes internacionales, del que se enviará copia trimestralmente al Servicio de Registro Civil.





	El segundo estatuye que los convenios internacionales sobre adopción deberán siempre contemplar: la facultad de los cónsules chilenos de pedir a las autoridades locales antecedentes que permitan conocer el estado del menor y de visitar a éste en su domicilio; la obligación del organismo gubernamental patrocinante de hacer un seguimiento de la situación del menor durante dos años, y la facultad, de los cónsules y del organismo señalado, de denunciar ante el juez competente las irregularidades que impidan a la adopción surtir efectos, pudiendo éste incluso disponer el retorno del menor a Chile, caso en el cual el juez que otorgó la adopción podrá revocarla mediante resolución fundada, ordenando la cancelación de la nueva inscripción de nacimiento del adoptado y el restablecimiento de la original.





	El Senado ha suprimido los dos artículos precedentes.





TITULO IV


DE LA ADOPCION SIMPLE





	El Senado ha eliminado este Título, con todos los artículos que lo integran (40 al 60), los cuales constan en el texto comparado anexado al presente informe, elaborado por la Secretaría de esta Corporación.








TITULO V


DE LAS SANCIONES





	El Senado lo ha consignado como Título IV.





Artículo 61.





	Sanciona con suspensión del empleo en sus grados mínimo a medio y multa de 6 a 10 UTM, al funcionario judicial o administrativo que, en conocimiento de antecedentes reservados sobre adopción, los revele o permita que otro lo haga.  Su inciso segundo amplía la pena a inhabilitación absoluta en cualquiera de sus grados y multa de 8 a 10 UTM, si de la revelación se siguiere grave daño para el menor o sus padres biológicos o adoptivos.





	El Senado lo ha consultado como artículo 38, elevando de 10 a 20 UTM el límite máximo de la multa establecida en el inciso primero.  Por el inciso segundo, se hace aplicable la pena de inhabilitación absoluta en cualquiera de sus grados y la de multa, elevando sus límites inferior y superior a 21 y 30 UTM, respectivamente, a los casos de reiteración de la conducta sancionada en el inciso anterior, así como a aquellos en que, en razón de la revelación, se ocasionare grave daño a las personas que señala.





Artículo 62.





	Sanciona con multa de 8 a 10 UTM a quienes, no hallándose en el caso del artículo anterior, revelaren maliciosamente los mismos antecedentes.





	El Senado lo ha contemplado como artículo 39, sustituyendo en él la referencia al carácter malicioso de la revelación de antecedentes por otra relativa al conocimiento que tenga el sujeto activo del tipo acerca del carácter reservado de los mismos.  Asimismo, ha modificado los límites mínimo y máximo de la multa que establece, a 6 y 20 UTM, respectivamente.





Artículo 63.





	Sanciona con presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de 10 a 15 UTM, al que obtuviere fraudulentamente la entrega de un menor para sí, para un tercero o para sacarlo del país con fines de adopción.





	El Senado lo ha consultado como artículo 40, elevando a 20 UTM el límite máximo de la multa.





Artículo 64.





	Hace aplicables las penas del artículo anterior (presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de 10 a 15 UTM) a quien cobrare indebidamente por la entrega de un menor para ser adoptado.





	El Senado lo ha consignado como artículo 41, haciendo extensiva la aplicación de las penas que establece al que solicitare o aceptare recibir cualquier clase de contraprestación por facilitar la entregar de un menor en adopción, y rebajando el límite máximo de la pena privativa de libertad al grado medio.





	Asimismo, ha agregado un inciso segundo, que hace aplicables las mismas penas del inciso anterior al funcionario público que incurriere en las conductas allí descritas, a menos que le corresponda una pena superior de conformidad a lo dispuesto en los párrafos cuarto y noveno del Título V, del Libro II, del Código Penal.





* * * * *





	El Senado ha incorporado en este Título un artículo 42, nuevo, que exime de las penas establecidas en el artículo anterior a aquellas personas que legítimamente soliciten o acepten recibir una contraprestación por los servicios profesionales que prestaren durante los procedimientos regulados en esta ley, sean éstos de carácter legal, social, psicológico, psiquiátrico u otros semejantes.





* * * * *





Artículo 65.





	Considera circunstancia agravante de los delitos tipificados en los dos artículos anteriores la circunstancia de haberse cometido por autoridad, empleado público, abogado, médico, matrona, enfermera, asistente social u otros profesionales, abusando de sus cargos.





	El Senado lo ha consultado como artículo 43, precisando que las penas contempladas en los dos artículos precedentes se aumentarán en un grado si los delitos fueren cometidos por las personas que indica, entre las cuales se incluye al encargado, a cualquier título, del cuidado del menor, eliminándose la referencia a "otros profesionales".





Artículo 66.





	Dispone que, tratándose de personas jurídicas y sin perjuicio de la responsabilidad de quienes actúen por ellas, se les cancelará la personalidad jurídica correspondiente; y que a las personas jurídicas extranjeras se les caducará la autorización para operar en Chile.





	El Senado lo ha eliminado.





DISPOSICIONES FINALES





Artículo 67.





	Deroga las leyes Nºs 7.613 y 18.703, y los artículos 25, Nº 5, y 39, de la ley Nº 16.618, sobre menores.





	El Senado lo ha consignado como artículo 44, agregando tres nuevos incisos, que permiten, a quienes tengan la calidad de adoptante y de adoptado conforme a los dos primeros cuerpos legales que se derogan, continuar sujetos a los efectos de la adopción previstos en esas disposiciones, incluso en materia sucesoria, salvo que consientan en que se les apliquen los efectos que establece la ley en proyecto.





	La primera regla respeta la voluntad que tuvieron los adoptantes -y eventualmente el adoptado- al momento de constituir la adopción y se traduce, en cuanto a derechos hereditarios, en que el adoptado mediante la ley N° 7.613, como norma general, sólo tendrá derecho a recibir una parte igual a la que haya podido corresponder a un hijo natural, o sea, la mitad de lo que corresponde a un hijo legítimo -toda vez que las modificaciones que la ley de filiación introduce en esta materia entrarán en vigor conjuntamente con el proyecto de ley en informe-, y que, a su vez, el adoptado simple de la ley N° 18.703 carecerá de derechos hereditarios.


	La segunda regla admite que los propios interesados modifiquen esos efectos y acuerden estarse a los que contempla esta iniciativa de ley, vale decir, se contará al adoptado conforme a alguno de esos regímenes legales como hijo del causante.  Respecto de la modalidad que tendría que revestir ese acuerdo, el Senado ha establecido que éste se otorgue por escritura pública, suscrita por ambas partes, o por el representante legal del adoptado si éste fuere incapaz; que se someta a la aprobación judicial, la cual se otorgará luego de que se realicen las diligencias que el tribunal estime necesarias para acreditar las ventajas para el adoptado, y que se subinscriba al margen de su inscripción de nacimiento.





Artículo 68.





	Modifica la ley Nº 16.618, a fin de considerar carga legal de una persona al menor que tenga a su cuidado, para efectos de impetrar los beneficios de asignación familiar y de salud.





	Como se indicara en su oportunidad, el Senado lo ha incorporado, con adecuaciones formales de redacción, como inciso segundo del artículo 18.





* * * * *





	Por último, el Senado ha agregado en este acápite un artículo 45, nuevo, que fija la entrada en vigor de esta ley simultáneamente con la ley N° 19.585, sobre filiación.





* * * * *





ARTICULOS TRANSITORIOS.





Artículos 1º y 2° transitorios.





	El primero de ellos dispone que la ley en proyecto entrará en vigencia 60 días después de su publicación en el Diario Oficial.





	El segundo establece una prórroga de vigencia de las leyes actuales respecto de las solicitudes de adopción y de autorización de salida de menores del país, para ser adoptados en el extranjero, que hubieren comenzado a tramitarse con anterioridad a la entrada en vigencia señalada precedentemente, hasta su completa tramitación.





	El Senado ha suprimido ambos artículos transitorios.





* * * * *





�
DISPOSICIONES VOTADAS POR EL SENADO EN CARACTER DE ORGANICO CONSTITUCIONALES Y DE QUORUM CALIFICADO.





	El Senado votó como disposiciones de carácter orgánico constitucional los artículos 17, nuevo, y 22, 30, 34 y 67 de esta H. Corporación, que han pasado, en el texto propuesto por la Cámara revisora, a ser 22, 37, 33 y 44, respectivamente.





	Asimismo, dio su aprobación en carácter de normas de quórum calificado a las contenidas en los artículos 13, inciso tercero, y 18, inciso segundo.





* * * * *





	Sala de la Comisión, a 14 de enero de 1999.








	Se designó Diputado Informante a la señora Fanny Pollarolo Villa.
































	Acordado en sesión de fecha 12 de enero de 1999, con la asistencia de las Diputadas señoras Isabel Allende Bussi (Presidenta), Pía Guzmán Mena, Fanny Pollarolo Villa y María Antonieta Saa Díaz; y los Diputados señores Haroldo Fossa Rojas y Jaime Orpis Bouchon (Luis Monge Sánchez).

















ANDRES LASO CRICHTON


Secretario de la Comisión
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